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Actora: EMPRESA DE ENERGÍA DEL PACÍFICO EPSA S.A. E.S.P.- 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la Corporación Autónoma del Valle del Cauca contra la sentencia de 15 de mayo de 2003 del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, que accedió a las pretensiones de la demanda.   

I.
LA DEMANDA

El 26 de septiembre de 2000, la EMPRESA DE ENERGÍA DEL PACÍFICO EPSA S.A. E.S.P., por medio de apoderado y en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, formuló la siguiente demanda:

1.1. Pretensiones

Que se declare la nulidad de los siguientes actos administrativos:

- Resoluciones DRSO 00308 de 1999 (5 de noviembre), DRSO 0002 de 2000 (7 de enero) por medio de las cuales la Dirección Regional Suroccidente de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC impuso sanción a la actora y confirmó el recurso de reposición impuesto contra la misma, respectivamente.

- Resolución D.G. 166 de 2000 (sin fecha) por medio de la cual la Dirección General Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC que resolvió el recurso de apelación interpuesto contra la decisión de primera instancia .

Como consecuencia de la declaración de nulidad de los actos administrativos recién mencionados, a título de restablecimiento del derecho se condene a la Corporación regional del Valle del Cauca – CVC a reintegrar las sumas de dinero canceladas por EPSA S.A. E.S.P. por concepto de la multa, con los intereses que a la fecha de este fallo se hubieran causado.

De manera subsidiaria solicita que en caso de que EPSA S.A. E.S.P., no haya cancelado aun las sumas de dinero que contemplan los actos administrativos demandados por concepto de la sanción impuesta a la fecha del presente fallo, se ordene a la CVC abstenerse de realizar el cobro correspondiente.

1.2. Hechos

Relata que mediante Resolución D.G. 0193 de 1997 (28 de agosto) el Director General de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca otorgó licencia ambiental a los proyectos de construcción de dos líneas de alta tensión denominados «Línea de Transmisión a 115 KV San Marcos – Guachal» y «Línea de Transmisión a 115 KV San Marcos – Codazzi» dirigidos a interconectar las subestaciones de energía eléctrica en el suroriente del Departamento del Valle del Cauca.

Comenta que como consecuencia de la negociación de servidumbres con algunos propietarios con ocasión del desarrollo del proyecto «Línea de Transmisión a 115 KV San Marcos – Guachal» se hizo necesario corregir el diseño inicial del tendido de la línea, con posterioridad a la entrega de la documentación inicial a la CVC, pues la distancia entre algunas torres en los planos entregados, excedía en la práctica lo inicialmente presupuestado.

Lo anterior, obligó a que EPSA dispusiera la construcción de una torre adicional entre las torres 14 y 15, hoy torres 4 y 6, que se denominó torres 5 SM-G, que fue comunicada a la CVC mediante oficios CGR-018 de 11 de agosto y CGR-074 de 24 de octubre de 1997.

Reconoce que omitió solicitar aprobación previa a la CVC para la construcción de la torre 5 SM-G conforme lo indica el numeral 8º del artículo 2º de la Resolución D.G. 0193 de 1997 (28 de agosto), según el cual, dicho proyecto constituía una variación de la que EPSA S.A. E.S.P. debía informar a la entidad. 

El 1º de julio de 1998 la Dirección Regional Suroccidente de la CVC profirió auto de formulación de cargos contra EPSA S.A. E.S.P. por la construcción de la torre 5 SM-G y el día 6 del mismo mes, ésta última inició el trámite de solicitud de modificación de la licencia ambiental otorgada ante la Dirección General de la entidad.

Culminado dicho trámite, previa evaluación técnica ambiental efectuada por la CVC, la solicitud de modificación fue resuelta de manera favorable mediante Resolución D.G. 048 de 1999 (10 de febrero) cuyos conceptos fueron confirmados por Resolución D.G. 161 de 1999 (21 de mayo).

Sin embargo, a pesar de que la Dirección General de la CVC había emitido concepto favorable a la instalación de la nueva torre, la Dirección Regional Suroccidente de la misma entidad, mediante Resolución DRSO 00308 de 1999 (5 de noviembre), condenó a EPSA S.A. E.S.P. al pago de la suma de trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por incumplimiento del el numeral 8º del artículo 2º de la Resolución D.G. 0193 de 1997 (28 de agosto).

Relata que contra dicha decisión interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación para ante la Dirección General de la CVC y en ambas ocasiones resultó confirmada la sanción impuesta.

II. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN

Señaló como violado el artículo 29 de la Constitución Política y los artículos 84 y 85 de la Ley 99 de 1993.

Argumentó que los actos administrativos demandados se encuentran viciados de falsa motivación, pues aunque para su expedición se siguieron los procedimientos y formas establecidos en la ley para el efecto, lo cierto es que las circunstancias de hecho y de derecho que a él dieron lugar no son del todo ciertas.

A su juicio, la entidad demandada incurrió en errónea apreciación de los hechos que dieron lugar a la imposición de la sanción pues los supuestos fácticos que dieron origen a ella no ameritaban la expedición de tales actos.

Recordó que mediante Resolución D.G  0193 de 1997 (28 de agosto) de la CVC, EPSA S.A. E.S.P. obtuvo licencia ambiental para la construcción de los proyectos “Línea de Transmisión a 115 KV San Marcos – Guachal» y «Línea de Transmisión a 115 KV San Marcos – Codazzi»; sin embargo, para efectos del presente asunto únicamente es relevante el primero de ellos.

Así, indicó que para la obtención de la licencia ambiental, EPSA S.A. E.S.P. presentó el proyecto de plano del trazado de la línea, el cual resultó aprobado  luego del estudio de la demandada.

Comentó que, no obstante lo anterior, en el desarrollo de la construcción de obras de la magnitud de la presente es natural que se presenten imprevistos que obliguen al constructor a replantear el diseño inicial y efectuar cambios o variaciones no contempladas en el proyecto inicial.

Argumentó que esa variabilidad de circunstancias se encontraba prevista en el artículo 2º de la propia Resolución D.G. 0193 de 1997 (28 de agosto), cuyo tenor es el siguiente:

«Cualquier modificación que implique cambios en los proyectos de tendido de las líneas de transmisión, deberá ser informado por escrito a la CVC, para su evaluación y aprobación. Igualmente deberá informarse sobre cualquier variación en el trazado de las líneas de transmisión que resultaren del proceso de negociación o imposición de servidumbres.»

Fue así como antes de que se expidiera la licencia ambiental para la ejecución del proyecto por parte de la CVC y cumplidos todos los requisitos para su obtención, EPSA S.A. E.S.P. encontró necesario instalar una nueva torre en el tendido de la línea aprobada, circunstancia que fue comunicada a la demandada mediante comunicados CGR-018 de 11 de agosto y CGR-074 de 24 de octubre de 1997 con el correspondiente anexo del Perfil de Replanteo e Informe Explicativo, suscritos por el Ingeniero Residente de la firma PROYCO, encargado de la construcción de la línea. Dicha modificación al proyecto inicial sirvió de motivo a la CVC para la apertura del procedimiento sancionatorio y la correspondiente imposición de la multa.

No obstante lo anterior, a su juicio al interpretar el artículo 2º de la Resolución D.G. 0193 de 1997 (28 de agosto) deben diferenciarse dos tipos de obligaciones según se trate de un cambio o de una variación.

En efecto, la mencionada disposición establece que cuando se realicen cambios en los proyectos de tendidos de las líneas de transmisión, no solo deben informarse sino que deberá obtenerse su evaluación y aprobación por parte de la CVC, mientras que cuando de variaciones en el trazado de las líneas que resulten del proceso de negociación o imposición de servidumbres se trate, solo se requiere informar sobre tales modificaciones con ocasión del trámite de las servidumbres correspondientes, sin que, para el efecto, exista plazo en tal disposición.

Así las cosas, indicó que para el caso que nos ocupa, la obligación de EPSA S.A. E.S.P. se acompasa claramente con lo dispuesto en la segunda de las hipótesis de que trata el artículo 2º de la Resolución D.G. 0193 de 1997 (28 de agosto), pues se trata de variaciones realizadas dentro del corredor de terreno inicialmente aprobado como consecuencia de las negociaciones de las servidumbres que se requerían para el trazado de la línea.

A su juicio, otra sería la conclusión si de alterar el trazado inicial se tratara, lo cual constituiría un cambio de necesaria evaluación y aprobación por parte de la CVC, sin embargo, ante la situación la Dirección Regional Suroccidente de la entidad demandada resolvió proferir auto de formulación de cargos contra EPSA. S.A. E.S.P. por haber omitido informar sobre tal circunstancia y carecer de la aprobación necesaria para ejecutar la variación correspondiente.

Ocurrido lo anterior, mediante apoderado EPSA S.A. E.S.P. por escrito de 6 de julio de 1998 solicitó la modificación de la licencia ambiental otorgada mediante Resolución D.G. 0193 de 1997 (28 de agosto), petición que fue resuelta de manera favorable por la CVC mediante Resoluciones D.G. 048 de 1999 (10 de febrero) y D.G. 161 de 1999 (21 de mayo).

Señaló que en el análisis de viabilidad para la autorización de la modificación de la licencia ambiental, la CVC se expresó en los siguientes términos:

«En el tramo de la línea San Marcos – Guachal, se considera que la modificación del trazado no causará afectaciones graves que puedan deteriorar el medio, o que haya producido impactos negativos que alteren las actuales condiciones ambientales.» (Resolución D.G. 048 de 1999 - 10 de febrero).

[...]

«Constatado que la pata de la torre T5 se encuentra dos (2) metros dentro de los treinta (30) metros, y considerando que no está causando perjuicio alguno a la ciénaga a juicio de la Corporación y ateniéndonos al artículo 23 del Decreto 1409 de 1985, se considera viable su instalación [...]

[...]

«Las madreviejas son reguladas hidrológica e hidráulicamente por el cauce que las origina; su sistema de funcionamiento no se altera por la construcción de las estructuras que sirven de cimentación a las torres, en consideración, no se percibe daño en el sistema de operación de la misma» (Resolución D.G. 161 de 1999 – 21 de mayo).

En tal sentido, afirmó que cuando se ejecutó la construcción de la torre adicional, EPSA S.A. E.S.P. no se encontraba en la obligación de solicitar la autorización y la aprobación que la Dirección Regional Suroccidente de la entidad demandada pretendía, puesto que tal modificación ya había sido objeto de debate y estudio por parte de la Dirección General del ente público.

Como corolario de lo anterior, resaltó que la misma demandada reconoció que con la modificación al proyecto inicial no se estaba causando prejuicio alguno al entorno ambiental.

Con base en lo sucedido, la Dirección Regional Suroccidente de la CVC endilgó a EPSA S.A. E.S.P. como fundamento para la imposición de la sanción correspondiente, la violación del Decreto 1753 de 1994, por no haber obtenido la aprobación previa para la ejecución de las obras relacionadas con la construcción de la torre 5 SM-G que necesariamente derivó en el incumplimiento de lo señalado en la Resolución D.G. 0193 de 1997 (28 de agosto) por las mismas razones.

No obstante lo anterior, argumentó que la sanción impuesta no se ajusta al procedimiento sancionatorio que señalan los 84 y 85 de la Ley 99 de 1993
 por cuanto en el caso particular la CVC desconoció el derecho al debido proceso de EPSA S.A. E.S.P. 

A su juicio, la autoridad ambiental solo puede imponer sanciones a personas naturales o jurídicas verificados los elementos de responsabilidad propios de la conducta que se endilga al presunto infractor, estos son: tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad.

Sostuvo que dichos elementos no se configuran pues en lo que a tipicidad se refiere, el texto legal que sirve de fundamento a la CVC para la imposición de la sanción administrativa no es unívoco y la interpretación que del mismo hizo EPSA S.A. E.S.P. para llegar a la conclusión de que la solicitud del permiso para la ejecución de las obras no previstas en el plano inicial es tan válida como la que hace la entidad demandada.

A su juicio, en el caso particular no se presentó afectación a bien jurídico alguno por lo que mal podría hablarse de antijuridicidad. Al respecto, recuerda que la Dirección General de la CVC reconoció que la ejecución de las obras imprevistas objeto de conflicto no causó daño alguno al medio ambiente, por lo que tampoco se explica porqué la entidad demandada resolvió imponer la multa más alta que contempla la normativa vigente.

Finalmente, afirmó que la conducta desplegada por EPSA S.A. E.S.P. no fue dolosa o culposa, pues simplemente buscaba corregir una imprecisión del plano del proyecto inicialmente presentado.

Por todo lo anterior, concluyó que por no ajustarse a la realidad, los hechos que sirvieron de base para la expedición vician de falta de motivación los actos administrativos sancionatorios demandados.

III. LA CONTESTACIÓN

La Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC, por medio de apoderado argumentó que en el procedimiento administrativo adelantado por la entidad y que dio lugar a la expedición de los actos administrativos demandados no se vulneró el derecho al debido proceso de EPSA S.A. E.S.P., como bien lo reconoció el propio apoderado de la actora al señalar en la demanda al afirmar que «las resoluciones proferidas por la CVC que ahora se demandan [...] fueron el resultado de un procedimiento que cumplió con las formas que para el efecto ha dispuesto la ley[...]».

Afirmó que el demandante incurre en yerro al afirmar que se presentó violación a los artículos 84 y 85 de la Ley 99 de 1993 puesto que fue dicha normativa la que sirvió de sustento a la CVC para la imposición de las sanciones respectivas, por tratarse el primero de ello de «sanciones y denuncias» y el segundo, de «tipos de sanciones». [...] [...]

A su juicio el demandante no es del todo claro en la interpretación que hace del artículo 2º de la Resolución 0193 de 1997 (28 de agosto) para llegar a la conclusión de que EPSA S.A. E.S.P. no se encontraba obligada a solicitar la aprobación de las modificaciones al trazado de la línea de transmisión.

Lo anterior porque el mismo artículo señala que «las labores de tendido de las líneas de transmisión, no podrán iniciarse sin haberse obtenido previamente los permisos y autorizaciones ambientales requeridas para el uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables que sean necesarios».

Adicionalmente, señaló que no es cierto que la citada disposición no contemple un plazo para informar y solicitar la aprobación correspondiente por parte de la CVC, puesto que es clara al señalar que sobre las obras que pretendan adelantarse deberá informarse a dicha entidad «con una antelación no menor de diez (10) días hábiles».

IV.  LA SENTENCIA APELADA
Mediante sentencia de 15 de mayo de 2003 el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca accedió a las pretensiones de la demanda por considerar que si bien EPSA S.A. E.S.P. incurrió en incumplimiento de las obligaciones propias derivadas de la licencia ambiental otorgada por la CVC, al no informar a la entidad de las modificaciones realizadas al trazado de la línea de transmisión, la demandada no se encontraba facultada para imponer las sanciones que se demandan por la comisión de tal hecho.

A juicio del a quo ante el incumplimiento de la obligación contenida en el numeral 8º del artículo 2º de la Resolución 0193 de 1997 (28 de agosto), la autoridad ambiental podía proceder, si así lo consideraba, a suspender la licencia o revocarla, pero no a imponer sanciones distintas, más aun, cuando se demostró que la misma CVC aceptó las modificaciones al trazado original de la línea de transmisión adelantadas por EPSA S.A. E.S.P. en forma inconsulta.

Para el Tribunal, lo anterior se demostró al verificarse que los actos administrativos modificatorios de la licencia ambiental hacen expresa referencia a que la actora ya había adelantado el 99% de las obras de modificación, sin la previa autorización de la entidad demandada. Sin embargo, ésta última, en lugar de proceder a la suspensión o revocación de la licencia ambiental otorgada decidió aceptarlas por encontrar que no se habían ocasionado daños sobre los recursos naturales.

Por lo anterior, el juzgador de primera instancia consideró que como la CVC ya había valorado los hechos que sustentaban la solicitud de modificación de la licencia, no podía válidamente imponer sanciones disciplinarias por tales hechos acudiendo a la consideración de que los mismos eran irregulares, cuando previamente los había aceptado con la modificación de la licencia ambiental.

En consecuencia, accedió a la nulidad de los actos administrativos demandados y ordenó a la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC proceder a la devolución de las sumas de dinero canceladas por la actora por concepto de la sanción impuesta debidamente indexadas.

V. EL RECURSO DE APELACIÓN

La Corporación Autónoma del Valle del Cauca – CVC por medio de apoderado solicita revocar el fallo de primera instancia y, en su lugar, se denieguen las súplicas de la demanda con fundamento en los argumentos que a continuación se resumen.

Considera que existe incongruencia entre las normas citadas como violadas por la actora y los fundamentos de la sentencia recurrida por cuanto la actora planteó como violado, por una parte, el artículo 29 de la Constitución Política y, por otra, los artículos 84 y 85 de la Ley 99 de 1993 por considerar que al momento de la expedición de los actos administrativos demandados se incurrió en errónea apreciación de los hechos que motivaron la investigación administrativa.

Sin embargo, el razonamiento que sirve de fundamento al Tribunal para decretar la nulidad de los actos demandados no se ajusta a los argumentos expuestos por la actora en la demanda, puesto que, a juicio del a quo, «la autoridad ambiental, luego de haber valorado los hechos que sustentaban la solicitud de modificación de la licencia, no podía válidamente imponer sanciones disciplinarias por tales hechos, accediendo a la consideración de que los mismos eran irregulares, cuando previamente los había avalado con la modificación de la licencia» al tiempo que afirmó que «no era procedente la aplicación de la sanción impuesta en los actos enjuiciados, en razón a que como se dejó expuesto la sanción prevista legalmente para esa conducta de incumplimiento era sustancialmente diferente y, de otro lado, por cuanto la misma había sido aprobada con anterioridad a la medida por la autoridad ambiental».

Con base en lo anterior, considera que el Tribunal no se tomó el trabajo de evaluar las normas que la actora citó como violadas en la demanda, por lo que la decisión en los términos en que se pronunció el a quo, es improcedente.

Adicionalmente, considera la recurrente que los apartes de la sentencia de primera instancia recién citados demuestran que se incurrió en error al apreciar el acervo probatorio allegado al proceso, en particular, en lo relativo a la fecha de expedición de las resoluciones propias del proceso administrativo que devino en la sanción impuesta a la demandante.

Lo anterior, porque a su juicio, nada en el expediente demuestra que los hechos irregulares previamente los había avalado la CVC mediante la respectiva modificación de la licencia ambiental, como tampoco es cierto que dicha variación se hubiera aprobado con anterioridad.

Lo cierto del asunto, indica, es que la demandante hace referencia a la modificación realizada a la licencia ambiental mediante Resolución D.G. 048 de 1999 (10 de febrero) que únicamente se refiere al cambio de trazado de la ubicación de la torre T5 por haberse constatado que la pata de dicha torre «se encuentra a dos (2) metros dentro de los treinta (30) metros y considerando que no está causando perjuicio alguno (sic) a la ciénaga a juicio de la Corporación y ateniéndose al artículo 23 del Decreto 1409 de 1985, se considera viable su instalación»; sin embargo, no es cierto que mediante dicha resolución se hubiera autorizado la construcción de la nueva torre denominada 5 SM-G; por el contrario, la Regional Suroccidente de la CVC ya había iniciado el proceso sancionatorio con anterioridad a la expedición de la resolución que aprobó las modificaciones al proyecto inicialmente presentado por EPSA S.A., proferida el 1º de julio de 1998.

En cuanto respecta al argumento del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, según el cual lo que procedía en el caso concreto no era la imposición de las sanciones demandadas sino la suspensión o revocación del acto administrativo de licencia a EPSA S.A. E.S.P., discrepa por considerar que cuando se incumplen obligaciones diferentes al plan de manejo ambiental, como las relativas al diseño y a aquellas que no afectan el medio ambiente en general, sería ilógico revocar o suspender la licencia correspondiente.

A su juicio, el incumplimiento de las obligaciones contenidas en la licencia, distintas de aquellas relativas al plan de manejo ambiental, acarrea la imposición de las sanciones correspondientes, como en efecto lo hizo la CVC.

Para el apoderado de la CVC, las sanciones contempladas en la Resolución 0193 de 1997 (28 de agosto) son desarrollo de la normativa que en materia punitiva contempla la Ley 99 de 1993; en efecto, el artículo 85 de dicho cuerpo normativo, que sirvió de fundamento a la entidad para la imposición de la sanción pecuniaria a EPSA S.A. E.S.P. señala como alternativa en materia correctiva la obligación de pagar multas diarias.

Con base en lo anteriormente relatado, reitera que EPSA S.A. E.S.P. se encontraba obligada a informar de cualquier modificación que implicara cambio en el proyecto inicialmente presentado a la CVC, como para el caso, lo fue la construcción de la torre 5 SM-G, a cuya construcción procedió sin el consentimiento para el efecto de la entidad demandada.

VI. ALEGACIONES EN SEGUNDA INSTANCIA
EPSA S.A. E.S.P. mediante apoderado solicita confirmar la sentencia de primera instancia con fundamento en los argumentos que a continuación se resumen.

En cuanto a la afirmación de la recurrente, según la cual no existe congruencia entre las normas citadas como violadas y aquellas en que se fundamenta la sentencia, discrepa por considerar que el a quo «no escatima en argumentos jurídicos para indicar que en este caso no se podían aplicar las sanciones de la Ley 99 de 1993».

Tampoco considera que hubiera existido incorrecta apreciación de las pruebas por parte del fallador de primera instancia, pues, por una parte,  mediante la Resolución D.G. 048 de 1999 (10 de febrero), en su artículo 1º, la CVC manifestó su anuencia a las modificaciones a la licencia ambiental propuestas por EPSA E.S.P., entre las cuales ya se encontraba la torre 5 SM-G, ya construida.

Indica que no es cierto que el procedimiento sancionatorio hubiera culminado con anterioridad a la fecha en que se profirió la Resolución D.G. 048 de 1999 (10 de febrero), pues basta con cotejar la fecha de dicho acto administrativo (10 de febrero de 1999) frente a aquella en que se profirió la primera de las resoluciones que impuso la sanción (Resolución DRSO 000308 de 5 de noviembre de 1999) para demostrar que EPSA S.A. E.S.P. obtuvo la modificación de la licencia con anterioridad a la sanción, teniendo en cuenta además, que el auto de formulación de cargos dentro de un proceso administrativo sancionatorio es una mera providencia de trámite sin contenido decisorio.

Finalmente, recuerda que la violación del derecho al debido proceso se causó porque la CVC decidió imponer como sanción una multa; sin embargo, ni el artículo 33 del Decreto 1753 de 1994 ni el artículo 5º de la Resolución D.G. 0193 de 1997 –que otorgó la licencia ambiental a EPSA S.A. E.S.P.– contemplan que el incumplimiento del trámite de información y de solicitud de autorización para la construcción de la torre objeto de conflicto ante la CVC, acarrea tal sanción, por lo que desconoce abiertamente los principios de legalidad, tipicidad y antijuridicidad.

VII. CONSIDERACIONES DE LA SALA
6.1.   El caso concreto

En ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho la Empresa de Energía del Pacífico S.A. E.S.P. – EPSA, solicitó la nulidad de las Resoluciones DRSO 00308 de 1999 (5 de noviembre), DRSO 0002 de 2000 (7 de enero) y D.G. 166 de 2000, por medio de las cuales la Dirección Regional Suroccidente de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC impuso sanción a la actora, confirmó el recurso de reposición impuesto contra la misma y desató el de apelación interpuesto contra ésta última, respectivamente.

Relata la actora que la sanción de multa impuesta mediante los actos administrativos reseñados, tuvo como fundamento el supuesto incumplimiento de la Resolución D.G. 0193 de 1997 (28 de agosto) –mediante la cual la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca le otorgó Licencia Ambiental Ordinaria– al haber procedido a la construcción desautorizada de una torre adicional –denominada Torre 5 SM-G– en el tendido de la Línea de Transmisión en el Sector San Marcos – Guachal, en claro desconocimiento del numeral 8º del artículo 2º del acto administrativo mencionado.

Sin embargo, al decir de la actora, no se encontraba obligada a solicitar autorización para ejecutar la construcción de la torre objeto de conflicto, como quiera que a voces del numeral 8º del artículo 2º de la Resolución 0193 de 1997 (28 de agosto) tal solicitud sólo es imperativa en los casos de modificaciones –que no variaciones–  que impliquen cambios en los proyectos de tendido de las líneas de transmisión.

Siendo así, por ser la construcción de la torre objeto de conflicto una variación, sólo se encontraba obligada a informar a la CVC sobre su construcción, de manera que la sanción impuesta carece de fundamento normativo por indebida apreciación de los hechos que motivaron su expedición.

El Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, mediante sentencia de 15 de mayo de 2003 accedió a las pretensiones de la demanda por considerar que, si bien en el caso bajo examen procedía la imposición de sanción por incumplimiento de la obligación contenida en el numeral 8º del artículo 2º de la Resolución 0193 de 1997 (28 de agosto) según la cual era deber de EPSA S.A. E.S.P. informar a la CVC de las variaciones que se pretendían introducir al trazado del tendido de la línea de transmisión en orden a obtener la respectiva autorización para su ejecución, lo cierto del asunto es que la sanción a imponer, a su juicio, debió ser la suspensión o revocación de la licencia ambiental otorgada a la empresa y no la imposición de multa alguna.

La CVC, por medio de apoderado, acusó la sentencia de primera instancia de incongruente, por no estudiar de manera detenida cada una de las normas que el actor considera violadas por los actos administrativos demandados; así mismo, sostiene que el a quo incurrió en errónea apreciación de las pruebas allegadas al proceso, al tiempo que señala que en el presente caso hay ausencia de pruebas por cuanto «el apoderado de la parte actora no arrimó al proceso las pruebas necesarias, conducentes que llevaran a decretar la nulidad de las resoluciones demandadas».

Finalmente señala que incurre en imprecisión el a quo por cuanto no es cierto que la sanción a imponer necesariamente tuviera que ser la de suspensión o revocación en los términos del artículo 84 de la Ley 99 de 1993, pues en el presente caso la CVC verificó que las modificaciones que EPSA S.A. E.S.P. introdujo al proyecto inicialmente aprobado no derivaron en un impacto ambiental negativo, por lo que, la sanción que más se adecuaba a la conducta censurada era la de multas diarias, contemplada en el artículo 85 de la Ley 99 de 1993.

6.2.   Los actos cuya nulidad se pretende.

«Resolución DRSO 00308 de 1999

DIRECCIÓN REGIONAL SUROCCIDENTE

(5 de noviembre de 1999)

“Por la cual se impone una sanción a la Empresa de Energía del Pacífico S.A. E.S.P. – EPSA”

El Director Regional Suroccidente (E) de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC en uso de las facultades contenidas en el Decreto 2811 de 1974 (Código Nacional de los Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente) Acuerdo No. 3 de enero 26 de 1983, Decreto Reglamentario 1594 de 1984, Ley 99 de 1993, Resoluciones CVC D.G. Nos. 0193 de agosto 28 de 1997, 040 de febrero 4 de 1999y en especial de lo dispuesto en las Resoluciones Nos. 0065 de enero 22 de 1998 y 406 de 1998, y 

CONSIDERANDO:

[...]

Que contra la Empresa de Energía del Pacífico S.A. E.S.P. EPSA se inició procedimiento sancionatorio, por violación a lo dispuesto en el Decreto 1753 de 1994 que reglamenta parcialmente los Títulos VIII y XII de la Ley 99 de 1993 sobre licencias ambientales; resolución CVC D.G. No. 0193 del 28 de agosto de 1997, mediante la cual se le otorgó Licencia Ambiental para llevar a cabo el proyecto de instalación de las líneas de transmisión a 115 K.V. San Marcos Guachal y San Marcos Codazzi en jurisdicción de los municipios de Yumbo y Palmira, respectivamente, y al Decreto 1409 de 1985, por el cual se expide el Estatuto del Suelo, que establece que las Madreviejas se deberán conservar con una franja de protección mínima de treinta (30) metros alrededor, medidos a partir de la línea de mareas más altas.

Que la Empresa de Energía del Pacífico S.A. E.S.P. EPSA, ubicó la torre 5 SM-G entre las torres 14 y 15, dentro del predio del señor Gustavo Moreno Angulo, lo cual no estaba contemplado dentro del trazado que originó el otorgamiento de la Licencia Ambiental. 

Que en el artículo 2º numeral 8º de la Resolución D.G. 0193 que otorgó la Licencia Ambiental dice: “Cualquier modificación que implique cambios en los proyectos de tendido de las líneas de transmisión, deberá ser informado por escrito a la CVC, para su evaluación y aprobación. Igualmente deberá informarse sobre cualquier variación en el trazado de las líneas de transmisión que resultaren del proceso de negociación o imposición de servidumbres”.

Que la Empresa de Energía del Pacífico S.A. E.S.P. EPSA, no informó a la CVC con antelación, sobre la necesidad de efectuar cambios, ni presentó solicitud para que se modificara la resolución que otorgó la Licencia Ambiental, tal como lo establece el Decreto Reglamentario 1753 de 1994.

Que mediante providencia calendada el día 19 de junio de 1998, la Dirección Regional Suroccidente de la CVC, dictó auto de apertura de investigación contra la Empresa de Energía del Pacífico S.A. E.S.P. EPSA, ya que mediante visita ocular practicada por funcionarios de la CVC hicieron el seguimiento de las obligaciones impuestas a dicha empresa por medio de la Licencia Ambiental otorgada mediante Resolución D.G. 0193 de agosto 28 de 1997, constatando que la citada empresa en el sector San Marcos – Guachal, ya había instalado y construido una torre adicional (TORRE 5 SM-G), entre las torres 14 y 15 dentro del predio del señor Gustavo Moreno Angulo, la cual no estaba contemplada dentro del trazado que originó el otorgamiento de la Licencia Ambiental, afectando el predio del señor Moreno Angulo por el paso de la Línea de Transmisión y una Madrevieja o Humedal existente en dicho predio. Y además la Empresa de Energía del Pacífico S.A. E.S.P. EPSA no presentó previamente solicitud alguna a la CVC concerniente a la modificación de la Licencia Ambiental, ni la autorización para instalar y construir una torre adicional en el predio del citado señor, ubicado en el sector de San Marcos, jurisdicción del municipio de Yumbo, Departamento del Valle del Cauca. [...]

PLIEGO DE CARGOS

Que mediante auto de fecha julio 1º de 1998, la CVC formuló cargos contra la Empresa de Energía del Pacífico S.A. E.S.P. EPSA por violación a lo dispuesto en el artículo 2º, numeral 8º de la Resolución D.G. 0193 de 28 de agosto de 1997; y además se le concedió a dicha empresa un término de diez (10) días hábiles, contados a partir de la notificación del presente auto para que, directamente o por medio de su apoderado, presente por escrito sus descargos y aporte o solicite la práctica de las pruebas que considere necesarias para el esclarecimiento de los hechos materia de investigación; auto que fue notificado personalmente a la doctora Inés Olaya Martínez en su calidad de apoderada especial de dicha empresa el día 27 de julio de 1998.

DESCARGOS

[...] la Empresa de Energía del Pacífico S.A. EPSA E.S.P., mediante escrito recibido el día 10 de agosto de 1998, presentó sus descargos contra el auto de fecha julio 1º de 1998, en los siguientes términos:

“Como se observa, en la norma transcrita de la Resolución D.G. No. 0193 del 28 de agosto de 1997, se establecen dos clases de obligaciones para EPSA E.S.P.

Primera. Cuando se realicen modificaciones que impliquen cambios en los proyectos de tendidos de las líneas de transmisión no solo deben informarse sino que deberá obtenerse la evaluación y aprobación de los mismos por parte de la CVC.

Segunda. Cuando sea necesaria una variación en el trazado de las líneas de transmisión que resultaren del proceso de negociación o imposición de servidumbres, sólo se requiere informar sobre las variaciones que se hayan realizado con ocasión de trámite de dichas servidumbres.

En el caso que nos ocupa la obligación de EPSA S.A. E.S.P. queda contemplada dentro de lo señalado en la segunda obligación, por tratarse de variaciones, unas ya realizadas y otros a ejecutarse, producidas única y exclusivamente como consecuencia de las negociaciones de las servidumbres que se requerían para el trazado de la línea.

La Empresa que represento ya ejecutó la parte correspondiente a la línea San Marcos – Guachal, sin que previamente se diera a conocer a la oficina a su cargo, porque tal y como se expresa en la resolución que otorga la licencia ambiental en su numeral 8º del artículo 2º, cuando sea necesario una variación en el trazado de las líneas de transmisión como resultado del proceso de negociación o de imposición de servidumbre, sólo se requiere informar sobre dicha variación, y esto se hizo ya mediante escrito de julio 6 de 1998 presentado ante la Coordinadora Grupo de Licencias Ambientales de la CVC con sede en Cali, pues en la Resolución D.G. 0193 aludida no se establecieron términos para hacerlo.

[...]

Es necesario resaltar que con esta variación no se está impactando el medio ambiente de la zona, puesto que como lo dijo la misma Subdirección de Patrimonio Ambiental de la CVC en memorando SPA-J-369 del 18 de diciembre de 1996 al responder las mismas inquietudes planteadas al respecto por el Grupo de Licencias Ambientales de la misma Corporación en memorando SGA.GLA.5228-96: “En cuanto a la fauna y la flora, el tendido eléctrico aparentemente no causará más impacto del ya existente pues la zona que atraviesa es principalmente agrícola.

Este aspecto deberá ser tenido en cuenta por la CVC al momento de resolver el presente procedimiento sancionatorio, puesto que tal como lo anuncia el artículo 84 de la Ley 99 de 1993, las autoridades ambientales únicamente podrán imponer sanciones “cuando ocurriere violación de las normas sobre protección ambiental o sobre manejo de recursos naturales renovables”, cuestión que no ha ocurrido en el presente caso, puesto que como lo expresó la misma CVC en el concepto mencionado, no se puede causar más impacto e una zona que ya se encuentra ambientalmente impactada por la destinación agrícola que se le ha dado. 

[...]

En conclusión, EPSA E.S.P., no ha incumplido lo ordenado por el numeral 8º del artículo 2º de la Resolución D.G.0193 del 28 de agosto de 1997, toda vez que como se ha demostrado a lo largo del presente escrito, en primer lugar, sí se informó a la CVC sobre los cambios efectuados en el trayecto de la línea San Marcos – Guachal a través del memorial presentado por la apoderada de EPSA S.A. E.S.P. ante la Coordinadora del Grupo de Licencias Ambientales de la CVC de Cali; y en segundo lugar, con las variaciones efectuadas no se produjo impacto al medio ambiente diferente al que consideró la Resolución D.G. 0193 del 28 de agosto de 1997 al otorgar la Licencia Ambiental al proyecto, es decir que no hubo violación de normas sobre protección ambiental o sobre manejo de recursos naturales renovables, que es el requisito que impone la Ley 99 de 1993 a las autoridades ambientales para que puedan imponer una sanción.”

[...]

Que agotada la etapa de investigación y diligencias relativas al esclarecimiento de los hechos, la Empresa de Energía del Pacífico S.A. E.S.P. fue hallada responsable de haber infringido las normas contenidas en el Decreto Reglamentario 1753 de 1994, artículo 2º numeral 8º de la Resolución D.G. 0193 de 28 de agosto de 1997 que otorgó la Licencia Ambiental que dice: “Cualquier modificación que implique cambios en los proyectos de tendido de las líneas de transmisión, deberá ser informado por escrito a la CVC, para su evaluación y aprobación. Igualmente deberá informarse sobre cualquier variación en el trazado de las líneas de transmisión que resultaren del proceso de negociación o imposición de servidumbres”, haciendo caso omiso a dicho acto administrativo ya que se hicieron cambios de dichos trazados sin la aprobación previa de la CVC, como lo establece el Decreto Reglamentario 1753 de 1994; y por último violó el artículo 2º del Decreto 14709 de 1985, por el cual se expide el Estatuto de Uso del Suelo, que establece que las Madreviejas se deberán conservar con una franja de protección mínima de treinta (30) metros alrededor, medidos a partir de la línea de mareas más altas, y la torre materia de infracción se encuentra a veintiocho (28) metros de dicha Madrevieja o humedal.

[...]

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO: Declarar a la “EMPRESA DE ENERGÍA DEL PACÍFICO S.A. E.S.P. EPSA” responsable de infringir el Decreto Reglamentario 1753 de 1994, la Resolución CVC D.G. No. 0193 de agosto 28 de 1997 que otorgó la Licencia Ambiental y Decreto 1409 de 1985, por el cual se expide el Estatuto de Uso del Suelo, en relación con la modificación del trazado de las líneas de transmisión, ubicando la torre 5 SM-G entre las torres 14 y 15, dentro del predio del señor Gustavo Moreno Angulo, lo cual no estaba contemplado dentro del trazado que originó el otorgamiento de la Licencia Ambiental, predio ubicado en el Corregimiento de San Marcos, jurisdicción del municipio de Yumbo, Departamento del Valle del Cauca, por las razones indicadas en la parte motiva de la presente providencia.

ARTÍCULO SEGUNDO: SANCIONAR a la “EMPRESA DE ENERGÍA DEL PACÍFICO S.A. E.S.P.”, con dirección comercial en la Carrera 57 # 11 -29, municipio de Santiago de Cali, Departamento del Valle del Cauca, con una multa por valor de CINCUENTA Y UN MILLONES SEISCIENTOS UN MIL QUINIENTOS PESOS MONEDA CORRIENTE ($51’601.500.oo) equivalentes a trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes en el año de 1997 (fecha de infracción), por haber cometido una infraccion contra los Recursos Naturales Renovables dentro del predio del señor Gustavo Eduardo Moreno Angulo, ubicado en el Corregimiento de San Marcos, jurisdicción del municipio de Yumbo, Departamento del Valle del Cauca, tal como quedó consignado en los considerandos de la presente Resolución.

[...]»

RESOLUCIÓN No. DRSO 00001 DE 2000

(7 DE ENERO DE 2009)

“POR LA CUAL SE RESUELVE EL RECURSO DE REPOSICIÓN INTERPUESTO CONTRA LA RESOLUCIÓN No. DRSO 000308 DE NOVIEMBRE 5 DE 1999”

[...]

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO: RATIFICAR en todas sus partes la Resolución No. DRSO 000308 de noviembre 5 de 1999, de conformidad con lo expuesto en los considerandos de la presente Resolución.

[...]»

«RESOLUCIÓN D.G. 166 DE 2000

(Abril 27 de 2000)

“POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN RECURSO DE APELACION INTERPUESTO CONTRA LA RESOLUCIÓN D.G. 00308 DE NOVIEMBRE 5 DE 1999”

El Director General de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC, en uso de sus facultades legales y reglamentarias contenidas en la Ley 99 de 1993, el Decreto 1753 de 1994 y demás normas concordantes, y

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO: REPONER para MODIFICAR el artículo segundo de la Resolución DRSO 000308 de noviembre 5 de 1999 en el sentido de que el valor de la multa a imponer a la EMPRESA DE ENERGÍA DEL PACÍFICO S.A. E.S.P. EPSA,  es el equivalente a TRESCIENTOS SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES a la fecha de ejecutoria de la presente Resolución.

[...]»
6.2. Pruebas

Al proceso se allegaron los siguientes documentos cuyo contenido, por su relevancia, se transcribe a continuación:

- Auto de Formulación de Cargos de 1º de julio de 1998, de la Unidad de Manejo de Cuenca – UMC – Yumbo Arroyohondo
, por violación a lo dispuesto en el numeral 8º del artículo 2º de la Resolución D.G. 0193 de 1997 (28 de agosto).

- Resolución D.G. 0193 de 1997 (28 de agosto) «por la cual se otorga una Licencia Ambiental a la Empresa de Energía del Pacífico S.A. E.S.P. – EPSA, para el desarrollo del Proyecto de las Líneas de Transmisión a 115 Kv San Marcos – Guachal y San Marcos – Codazzi en jurisdicción del municipio de Yumbo y Palmira», cuyos apartes relevantes se transcriben a continuación:

«[...]

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO: Otorgar LICENCIA AMBIENTAL ORDINARIA a la “EMPRESA DE ENERGÍA DEL PACÍFICO S.A. E.S.P. – EPSA”, para el tendido de las líneas de “TRANSMISIÓN A 115 KV SAN MARCOS – GUACHAL Y SAN MARCOS – CODAZZI”, localizada la primera en el municipio de Palmira, y la segunda, en los municipios de Yumbo y Palmira, jurisdicción de los municipios de Yumbo y Palmira, departamento del Valle del Cauca.

[...]

ARTÍCULO SEGUNDO: OBLIGACIONES – La Licencia Ambiental Ordinaria otorgada mediante esta resolución a la EMPRESA DE ENERGÍA DEL PACÍFICO S.A. E.S.P. – EPSA, está sujeta al estricto cumplimiento del Plan de Manejo Ambiental y a todas las obligaciones que a continuación se relacionan:

1- Cumplir con las medidas establecidas en el plan de manejo ambiental, con el fin de prevenir, mitigar, corregir y compensar los posibles impactos y efectos generados en la etapa de construcción y operación del proyecto sobre el medio ambiente. 

2- Cumplir con el área de servidumbre, la cual para este tipo de proyecto, corresponde a una franja de veinte (20) metros, es decir, diez (10) metros a cada lado del alineamiento de la línea (entre centro de torres). Respecto a las torres, debe dejarse una franja de seguridad de ochenta (80) metros de radio, alrededor del sitio de la torre.

[...]

8- Cualquier modificación que implique cambios en los proyectos de tendido de las líneas de transmisión, deberá ser informado por escrito a la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC para su evaluación y aprobación. Igualmente deberá informarse sobre cualquier variación en el trazado de las líneas de transmisión que resultaren del proceso de negociación o imposición de servidumbres.

PARÁGRAFO PRIMERO: Las labores de tendido de las líneas de transmisión, no podrán iniciarse sin haberse obtenido previamente los permisos y autorizaciones ambientales requeridas para el uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables que sean necesarios; lo mismo que sn haber obtenido la revisión y aprobación de los diseños de las obras que se requieran.

PARÁGRAFO SEGUNDO: Para efectos de adelantar las labores de seguimiento de las obras, deberá informarse a la Dirección Regional Suroccidente – Yumbo, a la Dirección Regional Suroriente – Palmira y al Grupo de Seguimiento y Control – Cali, de la CVC, sobre la fecha de iniciación de las obras con una antelación no menor a diez (10) días hábiles. 

[...]» (Negrilla de la Sala).

- Resolución D.G. 048 de 1999 (10 de febrero) «por la cual se modifica a solicitud de parte, la Licencia Ambiental de los Proyectos de Líneas de Transmisión a 115 Kv – San Marcos – Guachal y San Marcos – Codazzi, Resoluciones D.G. 0193 de 1997 (28 de agosto) y 040 de 1998 (4 de febrero)», en la que la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC, previa solicitud de la Empresa de Energía del Pacífico S.A. E.S.P. EPSA, aceptó las modificaciones propuestas por dicha empresa a la Licencia Ambiental otorgada mediante Resolución 0193 de 1997 (28 de agosto).

La modificación propuesta por la empresa consistía en la construcción de una torre adicional, denominada Torre 5 SM-G, en el tendido de la línea de transmisión en el sector San Marcos – Guachal, de cuya existencia se informó a la CVC con posterioridad a su construcción, tal y como se deja constancia en el documento.

Así mismo, en el documento se deja constancia de que la inclusión de dicha torre en el tendido de la línea de transmisión no causó impacto ambiental negativo a la zona en que la misma fue construida.

Procede entonces la Sala a proferir decisión de fondo en el asunto sometido a su estudio en los siguientes términos.

6.3. La decisión de fondo.

De acuerdo con los antecedentes recién relatados, corresponde a esta Sala determinar si, como lo señala la actora, la sanción impuesta por la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC es violatoria del derecho fundamental al debido proceso (artículo 29 C.P.) y de los artículos 84 y 85 de la Ley 99 de 1993, que señalan:

«[...]

Artículo  84º.- Sanciones y Denuncias. Cuando ocurriere violación de las normas sobre protección ambiental o sobre manejo de recursos naturales renovables, el Ministerio del Medio Ambiente o las Corporaciones Autónomas Regionales impondrán las sanciones que se prevén en el artículo siguiente, según el tipo de infracción y la gravedad de la misma. Si fuere el caso, denunciarán el hecho ante las autoridades competentes para que se inicie la investigación penal respectiva.

 Artículo  85º.- Tipos de Sanciones.   El Ministerio del Medio Ambiente y las Corporaciones Autónomas Regionales impondrán al infractor de las normas sobre protección ambiental o sobre manejo y aprovechamiento de recursos naturales renovables, mediante resolución motivada y según la gravedad de la infracción, los siguientes tipos de sanciones y medidas preventivas:

1) Sanciones:

a. Multas diarias hasta por una suma equivalente a 300 salarios mínimos mensuales, liquidados al momento de dictarse la respectiva resolución; 

b. Suspensión del registro o de la licencia, la concesión, permiso o autorización; 

c. Cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación o servicio respectivo y revocatoria o caducidad del permiso o concesión; 

d. Demolición de obra, a costa del infractor, cuando habiéndose adelantado sin permiso o licencia, y no habiendo sido suspendida, cause daño evidente al medio ambiente o a los recursos naturales renovables; 

e. Decomiso definitivo de individuos o especimenes de fauna o flora o de productos o implementos utilizados para cometer la infracción. 

2) Medidas preventivas:

a. Amonestación verbal o escrita; 

b. Decomiso preventivo de individuos o especimenes de fauna o flora de productos e implementos utilizados para cometer la infracción; 

c. Suspensión de obra o actividad, cuando de su prosecución pueda derivarse daño o peligro para los recursos naturales renovables o la salud humana, o cuando la obra o actividad se haya iniciado sin el respectivo permiso, concesión, licencia o autorización; 

d. Realización dentro de un término perentorio, los estudios y evaluaciones requeridas para establecer la naturaleza y características de los daños, efectos e impactos causados por la infracción, así como las medidas necesarias para mitigarlas o compensarlas. 

Parágrafo 1º.- El pago de las multas no exime al infractor de la ejecución de las obras o medidas que hayan sido ordenadas por la entidad responsable del control, ni de la obligación de restaurar el medio ambiente y los recursos naturales renovables afectados;

Parágrafo 2º.- Las sanciones establecidas por el presente artículo se aplicarán sin perjuicio del ejercicio de las acciones civiles y penales a que haya lugar;

Parágrafo 3º.- Para la imposición de las medidas y sanciones a que se refiere este artículo se estará al procedimiento previsto por el Decreto 1594 de 1984 o al estatuto que lo modifique o sustituya;

Parágrafo 4º.- En el caso del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, las sanciones contempladas en los artículos 28, 29 y 35 de la Ley 47 de 1993, se aplicarán, sin perjuicio de las previstas en este artículo.

[...]»

La Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC otorgó Licencia Ambiental Ordinaria a la Empresa de Energía del Pacífico – EPSA S.A. E.S.P. mediante Resolución 0193 de 1997 (28 de agosto) proferida por la Dirección General de dicha entidad para la ejecución del proyecto «del tendido de las Líneas de Transmisión a 115 Kv San Marcos – Guachal y San Marcos – Codazzi».

Otorgada la Licencia Ambiental, EPSA S.A. E.S.P. procedió a la ejecución del proyecto antes referenciado de acuerdo a los términos y estipulaciones en ella acordados; sin embargo, con ocasión del desarrollo del mismo, se advirtió que era necesaria la inclusión de una nueva torre entre las Torres 14 y 15 del trazado San Marcos – Guachal, por lo que la empresa, de manera unilateral, procedió a su construcción.

Advertida la construcción de la torre adicional, denominada Torre 5 SM-G, mediante Auto de 1º de julio de 1998, la CVC dispuso formular pliego de cargos por violación de lo dispuesto en el numeral 8º del artículo 2º de la Resolución 0193 de 1997 (28 de agosto) contra EPSA S.A. E.S.P., cuyo tenor literal, ya transcrito en el acápite de pruebas se reproduce nuevamente:

«[...]

ARTÍCULO SEGUNDO: OBLIGACIONES – La Licencia Ambiental Ordinaria otorgada mediante esta resolución a la EMPRESA DE ENERGÍA DEL PACÍFICO S.A. E.S.P. – EPSA, está sujeta al estricto cumplimiento del Plan de Manejo Ambiental y a todas las obligaciones que a continuación se relacionan:

[...]

8- Cualquier modificación que implique cambios en los proyectos de tendido de las líneas de transmisión, deberá ser informada por escrito a la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC para su evaluación y aprobación. Igualmente deberá informarse sobre cualquier variación en el trazado de las líneas de transmisión que resultaren del proceso de negociación o imposición de servidumbres.

PARÁGRAFO PRIMERO: Las labores de tendido de las líneas de transmisión, no podrán iniciarse sin haberse obtenido previamente los permisos y autorizaciones ambientales requeridas para el uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables que sean necesarios; lo mismo que sin haber obtenido la revisión y aprobación de los diseños de las obras que se requieran.

PARÁGRAFO SEGUNDO: Para efectos de adelantar las labores de seguimiento de las obras, deberá informarse a la Dirección Regional Suroccidente – Yumbo, a la Dirección Regional Suroriente – Palmira y al Grupo de Seguimiento y Control – Cali, de la CVC, sobre la fecha de iniciación de las obras con una antelación no menor a diez (10) días hábiles. (Subraya de la Sala) 

[...]»

Según el apoderado de EPSA S.A. E.S.P., la disposición recién transcrita debe interpretarse en el sentido de que contiene dos presupuestos fácticos dependiendo de los cuales varían las obligaciones de la empresa en cuanto al deber de solicitud de autorización e información a la CVC se refiere.

Así, según el decir de la actora, en tratándose de variaciones introducidas en el trazado de las líneas de transmisión con ocasión del proceso de negociación o imposición de servidumbres, únicamente corresponde a la empresa informar de tales circunstancias a la CVC, sin que para ello disponga de un plazo límite.

En cambio, cuando se pretenda realizar modificaciones que impliquen cambios en los proyectos de tendido de las líneas de transmisión, es deber de la empresa informar a la CVC para obtener la respectiva autorización para la ejecución de tales modificaciones.

A juicio de la demandante, como en el presente asunto la introducción de la Torre 5 SM-G constituía una variación resultante de la negociación de las servidumbres respectivas, no era necesario informar a la CVC para obtener la autorización para su construcción.

Esta Sala no comparte la interpretación que sobre el numeral bajo estudio realizó EPSA S.A. E.S.P. para concluir que no requería la autorización de la CVC para ejecutar la construcción de la Torre 5 SM-G. A juicio de la Sala los mandatos contenidos en el numeral 8º del artículo 2º de la Resolución 0139 de 1997 (28 de agosto) son claros al señalar en primer lugar, que «cualquier modificación que implique cambios en los proyectos de tendido de las líneas de transmisión, deberá ser informada por escrito a la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC para su evaluación y aprobación».

Para la Sala, la introducción de una torre adicional en el trazado del tendido de las líneas de transmisión constituye una modificación que indefectiblemente implica cambios en el proyecto, por lo que, a voces del numeral 8º del artículo 2º de la Resolución 0193 de 1997 (28 de agosto) era obligación de EPSA S.A. E.S.P. informar previamente a la CVC para obtener la correspondiente autorización en orden a construir la Torre 5 SM-G.

Es más, la disposición en comento es suficientemente clara al señalar que «las labores de tendido de las líneas de transmisión, no podrán iniciarse […] sin haber obtenido la revisión y aprobación de los diseños de las obras que se requieran», como tampoco habrá lugar a adelantar las obras correspondientes sin antes haber informado «a la Dirección Regional Suroccidente – Yumbo, a la Dirección Regional Suroriente – Palmira y al Grupo de Seguimiento y Control – Cali, de la CVC, sobre la fecha de iniciación de las obras con una antelación no menor a diez (10) días hábiles».

Lo anterior, descarta de plano además, que EPSA S.A. E.S.P. no tuviera la obligación de informar a la CVC sobre la iniciación de las obras dentro del plazo anteriormente referenciado, lo que además, supone un agravante en la conducta desplegada por la empresa, como quiera que además de incumplir con el deber de información y solicitud de autorización a la entidad competente, tampoco comunicó sobre la iniciación de las obras tendientes a la introducción de la Torre 5 SM-G en el tendido de la línea de transmisión.

Sin embargo, observa la Sala que, de manera paralela al procedimiento sancionatorio adelantado por la Regional Suroccidente de la CVC, la Dirección General de la misma entidad resolvió aceptar las modificaciones propuestas por EPSA S.A. E.S.P., consistentes en la construcción de la Torre 5 SM-G auncuando ésta ya había sido ejecutada.

En efecto, el procedimiento sancionatorio culminó mediante Resolución D.G.166 DE 2000 de 27 de abril de 2000, mediante la cual se resolvió el recurso de apelación; y las modificaciones propuestas por EPSA S.A. E.S.P.  fueron aceptadas por la misma entidad el 10 de febrero de 1999, es decir, un año y dos meses antes.

Lo anterior quiere decir que para la fecha en que la CVC resolvió imponer la multa a EPSA S.A. E.S.P., ya había decidido aceptar las modificaciones propuestas por ésta a la Licencia Ambiental otorgada, entre otras cosas, por encontrar que dichas modificaciones no suponían un impacto ambiental negativo al sector en que fueron introducidas.

Así las cosas, considera la Sala que acertó el Tribunal al decretar la nulidad de las resoluciones que se acusan, por cuanto los fundamentos de hecho y de derecho que dieron lugar a la iniciación del proceso administrativo sancionatorio contra EPSA S.A. E.S.P., desaparecieron con ocasión de la aceptación a las modificaciones propuestas por ésta mediante Resolución D.G. 048 de 1999 (10 de febrero) proferida por la Dirección General de la CVC.

Lo anterior tiene sentido si se observa que el cargo formulado por la CVC contra EPSA en el Auto de Formulación de Cargos de 1º de julio de 1998, es el mismo que constituía la modificación de la Licencia Ambiental aceptada mediante Resolución D.G. 048 de 1999 (10 de febrero), es decir, la construcción de la Torre 5 SM-G, inicialmente no pactada en el proyecto del tendido de la Línea de Transmisión a 115 KV San Marcos – Guachal, en jurisdicción de los municipios de Yumbo y Palmira.

Es por ello que, aceptadas las modificaciones a la Licencia Ambiental mediante Resolución D.G. 048 de 1999 (10 de febrero) no podía la CVC imponer válidamente las sanciones de rigor contra EPSA S.A. E.S.P. por el incumplimiento de lo dispuesto en el numeral 8º del artículo 2º de la Resolución 0193 de 1997 (28 de agosto), pues al hacerlo, dio su consentimiento a los hechos que, de manera paralela, reprochaba en el procedimiento administrativo sancionatorio iniciado contra la misma empresa.

Con fundamento en las consideraciones anteriormente expuestas, observa la Sala que, contrario a lo señalado por el apoderado de la CVC, la sentencia de primera instancia no incurrió en incongruencia, como mal lo apreció la demanda, puesto que, precisamente la aceptación de las modificaciones a la licencia ambiental mediante Resolución D.G. 048 de 1999 (10 de febrero) constituyó, desde el inicio del presente proceso, cargo formulado por la empresa demandante contra los actos administrativos demandados.

En efecto, EPSA S.A. E.S.P. acusó los actos administrativos demandados en el sentido de que los motivos que dieron lugar a su expedición no eran acertados, como quiera que con ocasión de la aceptación a las modificaciones a la licencia ambiental, propuestas por la empresa, desaparecieron los fundamentos de hecho y de derecho que dieron lugar a la iniciación del proceso administrativo sancionatorio y a la posterior imposición de la sanción correspondiente.

Por el contrario, lejos de ser incongruente, la sentencia es acertada, en tanto encuentra violatoria del derecho fundamental al debido proceso contenido en el artículo 29 de la Constitución Política, la sanción impuesta por la CVC a EPSA S.A. E.S.P., al haber advertido el a quo, que cuando la entidad demandada resolvió imponer la multa a la entidad demandante, de manera paralela, había aceptado la ejecución de las modificaciones que fueron causa de aquella.

A su turno, tampoco es cierto que en la sentencia apelada no se hubieran apreciado de manera correcta las pruebas allegadas al proceso, puesto que precisamente en los actos administrativos que hicieron parte del proceso administrativo sancionatorio y en de expedición de la licencia ambiental, en general, encontró fundamento el a quo para proferir decisión de fondo en el presente asunto.

Cierto es que se aprecia yerro en las consideraciones del a quo en cuanto a la sanción que consideró procedente imponer a EPSA S.A. E.S.P. por parte de la CVC; sin embargo, ello en nada incide en la decisión que sobre el asunto toma el juez de primera instancia, por lo que su irrelevancia como cargo dirigido a la revocación de la sentencia apelada es amplia.

Resulta entonces forzoso, confirmar la sentencia apelada.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A:

CONFÍRMASE la sentencia de sentencia de 15 de mayo de 2003 del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca en cuanto accedió las pretensiones de la demanda. 

Cópiese, notifíquese, comuníquese y cúmplase.

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue discutida y aprobada por la Sala en la sesión celebrada el 14 de diciembre de 2009.

MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO    RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETA

                  Presidenta                       

MARCO ANTONIO VELILLA MORENO

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado.
� Por la cual se crea el MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental –SINA y se dictan otras disposiciones.


[...]


ARTÍCULO 84.- Sanciones y Denuncias. Cuando ocurriere violación de las normas sobre protección ambiental o sobre manejo de recursos naturales renovables, el MINISTERIO DEL  MEDIO AMBIENTE o las Corporaciones Autónomas Regionales impondrán las sanciones que se prevén en el artículo siguiente, según el tipo de infracción y la gravedad de la misma. Si fuere el caso, denunciarán el hecho ante las autoridades competentes para que se inicie la investigación penal respectiva.


ARTÍCULO 85.- Tipos de Sanciones. El MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE y las Corporaciones Autónomas Regionales impondrán al infractor de las normas sobre protección ambiental o sobre manejo y aprovechamiento de recursos naturales renovables, mediante resolución motivada y según la gravedad de la infracción los siguientes tipos de sanciones y medidas preventivas:


1. Sanciones:


a. Multas diarias hasta por una suma equivalente a trescientos (300) salarios mínimos mensuales, liquidados al momento de dictarse la respectiva resolución;


b. Suspensión del registro o de la licencia, la concesión, permiso o autorización;


c. Cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación o servicio respectivo y revocatoria o caducidad del permiso o concesión;


d. Demolición de obra, a costa del infractor, cuando habiéndose adelantado sin permiso o licencia, y no habiendo sido suspendida, cause daño evidente al medio ambiente o a los recursos naturales renovables;


e. Decomiso definitivo de individuos o especímenes de fauna o flora o de productos o implementos utilizados para cometer la infracción.


2. Medidas preventivas:


a. Amonestación verbal o escrita;


b. Decomiso preventivo de individuos o especímenes de fauna o flora o de productos e implementos utilizados para cometer la infracción;


c. Suspensión de obra o actividad, cuando de su prosecución pueda derivarse daño o peligro para los recursos naturales renovables o la salud humana, o cuando la obra o actividad se haya iniciado sin el respectivo permiso, concesión, licencia o autorización;


d. Realización dentro de un término perentorio de los estudios y evaluaciones requeridas para establecer la naturaleza y características de los daños, efectos e impactos causados por la infracción, así como las medidas necesarias para mitigarlas o compensarlas.


PARÁGRAFO 1.- El pago de las multas no exime al infractor de la ejecución de las obras o medidas que hayan sido ordenadas por la entidad responsable del control, ni de la obligación de restaurar el medio ambiente y los recursos naturales renovables afectados.


PARÁGRAFO 2.- Las sanciones establecidas por el presente artículo se aplicarán sin perjuicio del ejercicio de las acciones civiles y penales a que haya lugar.


PARÁGRAFO 3.- Para la imposición de las medidas y sanciones a que se refiere este artículo se estará al procedimiento previsto por el Decreto 1594 de 1984 o al estatuto que lo modifique o sustituya. 


PARÁGRAFO 4.- En el caso del departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, las sanciones contempladas en los artículos 28, 29 y 35 de la Ley 47 de 1993, se aplicarán, sin perjuicio de las previstas en este artículo.








� Folios 20 a 31. Cuaderno principal.


� Folios 56 y 57.





